 SENTENCIA DEFINITIVA N°19026 
EXPEDIENTE N° 17.584/2010 SALA IX JUZGADO N° 49 
En la Ciudad de Buenos Aires, el 31-10-13 , para dictar sentencia en los autos “IBARRA, Diego Leonardo c. PARQUE DE LA COSTA SA s. despido” se procede a votar en el siguiente orden: 

El doctor Alvaro Edmundo Balestrini dijo: 
I.- La sentencia de primera instancia condenó a la demandada a satisfacer diversos créditos de naturaleza laboral. Viene apelada por ésta -en lo principal que decide-y por la perito calígrafa -respecto de sus honorarios profesionales- a tenor de los memoriales obrantes a fs.308/312 y fs.306. 

II.- La señora Juez a quo, tras ponderar la prueba colectada en la causa (documental, testimonial e informativa que citó) desestimó, con criterio que comparto, la configuración de un contrato de pasantía. Si bien, dada la formación del actor y el tipo de tareas cumplidas (estudiante de teatro / juegos shows) admitió la posibilidad de que las partes se hayan vinculado en un comienzo bajo esa modalidad contractual, señaló empero, que tras dos años y medio de relación dicha figura se desnaturalizó, habida cuenta de que el desempeño del trabajador se distanció de su situación educacional originaria. En ese contexto cambiante, la magistrada entendió que ya no se daban los recaudos que exige la normativa aplicable a los efectos de admitir el punto de vista de la apelante. En consecuencia, pronunció la inoperatividad de la ley 25.165 y encuadró jurídicamente la cuestión en los términos del artículo 23 de la LCT, para concluir que las partes finalmente ejecutaron una relación de trabajo. 

El recurso de la demandada es irremediablemente insuficiente (artículo 116 de la LO), puesto que no discute el argumento sustancial de fallo, que, reitero, moduló en torno a la desnaturalización del contrato de pasantía celebrado al inicio de la vinculación. En efecto, la quejosa nada refiere al respecto y su disenso se reduce a la enunciación de recaudos formales y de ciertos extremos que conducirían al acogimiento de su postura, soslayando que la sentenciante los ha merituado en el pronunciamiento y pasando por alto las razones que la persuadieron para concluir del modo que lo hizo. 

En mi opinión y de la manera que vino planteado el agravio, corresponde desestimar la propuesta revisoria. 

Igualmente, cabe señalar que el sistema utilizado por la apelante persigue el aprendizaje práctico relacionado con la educación y formación de los pasantes y que lo decisivo para determinar la viabilidad de esa modalidad excepcional de vinculación radica en la observancia de su objetivo, esto es, que la actividad involucrada pueda reputarse como una práctica relacionada con la educación y formación de la especialización teórica recibida por el pasante, que lo habilite para el ejercicio de la profesión u oficio elegido. En esa inteligencia, la tarea rutinaria invocada en estos actuados (“asustar a los participantes de los juegos del parque”) no resulta ser un apoyo pragmático de la formación teórica del alegado pasante, sino, en el mejor de los casos, podría ser considerada como una mera práctica inicial de la carrera artística de aquél y que debido a la simplicidad de ese desempeño se agota en sí misma, no pudiendo sostenerse válidamente que dicha práctica contribuyó durante los meses que se extendió la relación a la formación educacional del actor. Ello forma convicción que el pretensor desempeñó labores típicas y corrientes en la empresa, que lo colocaba en un pie de igualdad respecto del resto del personal, lo cual desvirtuaba la alegada configuración de una pasantía educativa, dado que se aprecia el distanciamiento habido entre la situación fáctica creada y la formalidad elegida para darle continuidad y contenido aparente a la vinculación. Ello determina la ineficacia del disenso, en los términos de la norma adjetiva supra aludida, puesto que el planteo deja incólume la conclusión principal del fallo que, reitero, se estructuró a partir de la desnaturalización aludida sobre la cual la quejosa nada dice. 

Sólo cabe agregar que el hecho de que el trabajador habría consentido esa situación (no cuestionando su condición de pasante) no es una causa legalmente prevista para acceder a la pretensión revisora; antes bien, constituye una posición irreconciliable con nuestro ordenamiento vigente en virtud del principio de irrenunciabilidad consagrado en él, lo que sella definitivamente la suerte adversa de la queja (artículos 12, 14 y 58 de la LCT). Corresponde asimismo señalar que sabido es que el acuerdo de voluntades y la observancia de las formalidades legales no bastan para generar una contratación como la invocada. Debe mediar, además, una necesidad objetiva que legitime el recurso a esa figura y por lo hasta aquí dicho, no se ha demostrado que tal recaudo fuera cumplido. 

III.- La forma que han sido articulados los agravios sobre los recargos de los artículos 2° de la ley 25.323, 45 de la ley 25.345, y 8º y 15 de la ley 24.013 determina su rechazo, habida cuenta de que esos planteos condicionaron el progreso de sus cuestionamientos al resultado de la controversia principal, que, como se ha visto, merece ser confirmado. 

Solamente corresponde realizar algunas consideraciones en lo atinente a la sanción prevista en el artículo 2° de la ley 25.323. Tengo dicho que lo sustancial en controversias del tipo de la presente, resulta de la verificación del requerimiento de pago de las indemnizaciones derivadas del despido y de la postura refractaria de la empleadora, que obligó al trabajador a iniciar las presentes actuaciones en procura del cobro del crédito debido. 

Por lo demás, sabido es que la sentencia judicial -en cuanto manda a indemnizar en los términos del artículo 245 de la LCT- retrotrae sus efectos a la fecha de la denuncia. A partir de entonces, es exigible el crédito resultante y por tal motivo le acceden los intereses respectivos. Por consiguiente, resultan igualmente exigibles los recargos directamente vinculados con el distracto, tal como es el supuesto regulado en el artículo 2° aludido, más allá de que la apelante pudo considerar que estaba asistida de derecho para proceder como lo hizo; del mismo modo que resulta irrelevante su posición respecto del despido indirecto mismo cuando se lo juzga procedente. 

IV.- Vienen discutidos los pronunciamientos sobre costas y honorarios. Sugiero confirmarlos, ya que la demandada resultó globalmente vencida y por ello no encuentro mérito para apartarme del principio general que rige en la materia, que encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota (artículo 68, primer párrafo, del CPCCN). Respecto de la regulación de honorarios de los profesionales actuantes, digo aquello porque guardan razonabilidad con relación a la importancia, el mérito y la extensión de las tareas desarrolladas y pautas arancelarias de aplicación (artículos 6°, 7° y 19 de la ley 21.839, 3° del decreto-ley 16638/57, 29 de la ley 20.243 y 38 de la ley 18.345). 

V.- Por lo expuesto y argumentos propios de la sentencia apelada, propongo que se la confirme en todo lo que decide y ha sido materia de apelación y agravios; se impongan las costas de alzada a cargo de la accionada (artículo 68, primer párrafo, del CPCCN); y regulen los emolumentos de los letrados que suscriben las piezas dirigidas a esta Alzada, en el 25% de los fijados en la instancia de grado (artículo 14 de la ley 21.839). 

El doctor Roberto Pompa dijo: 
Por compartir los fundamentos, adhiero al voto que antecede. 

El doctor Gregorio Corach no vota (artículo 125 de la LO). 

A mérito del acuerdo al que se arriba, el Tribunal RESUELVE: 1.- Confirmar la sentencia de fs.295/301 en todo lo que decide y ha sido materia de apelación y agravios; 2.- Imponer las costas de alzada a cargo de la demandada; 3.- Regular los honorarios de los profesionales firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara, en el 25% de los asignados en origen. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Ante mi:
